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[bookmark: _Hlk77011709]Recurso de Nulidad. 

EXPEDIENTE: TEEA-REN-003/2021. 

PROMOVENTE: Partido Acción Nacional. 

[bookmark: _Hlk76547874]AUTORIDAD RESPONSABLE: Consejo Municipal Electoral de San Francisco de los Romo. 

TERCEROS INTERESADOS: C. Margarita Gallegos Soto, en su calidad de Presidenta Municipal Electa de San Francisco de los Romo y el C. Brandon Amauri Cardona Mejía, en representación del PRI. 

MAGISTRADA PONENTE: Claudia Eloisa Díaz de León González. 

SECRETARIO DE ESTUDIO[footnoteRef:1]: Néstor Enrique Rivera López.  [1:  Encargado de Despacho de la Secretaría de Estudio adscrita a la Ponencia I del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes. 
] 


[bookmark: _gjdgxs]Aguascalientes, Aguascalientes, a quince de julio de dos mil veintiuno.

Sentencia definitiva, en la que se confirman, en lo que fue materia de impugnación, los resultados consignados en el acta de cómputo municipal, la declaración de validez de la elección y el otorgamiento de las constancias respectivas, emitidos por el Consejo Municipal Electoral de San Francisco de los Romo, al considerarse que las irregularidades hechas valer por quien promueve, no generan la nulidad demandada.

GLOSARIO

	Promovente/recurrente: 
	Lic. Siegfried Aarón González Castro, en su carácter de representante suplente del Partido Acción Nacional ante el Consejo General del IEE.

	Terceros Interesados: 
	[bookmark: _30j0zll]C. Margarita Gallegos Soto, en su calidad de Presidenta Municipal electa de San Francisco de los Romo y el PRI por conducto del C. Brandon Amauri Cardona Mejía.

	PAN: 
	Partido Acción Nacional.

	PRI:
	Partido Revolucionario Institucional.

	Consejo Municipal: 
	Consejo Municipal Electoral de San Francisco de los Romo del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes. 

	Consejo General:
	Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

	Tribunal: 
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes. 

	INE:
	Instituto Nacional Electoral. 

	IEE:
	Instituto Estatal Electoral. 

	LGIPE: 
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

	Código Electoral: 
	Código Electoral del Estado de Aguascalientes. 

	Constitución Federal:             
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



1. ANTECEDENTES DEL CASO. Los hechos sucedieron en el año dos mil veintiuno, salvo precisión en contrario.

0.  PROCESO ELECTORAL CONCURRENTE ORDINARIO 2020-2021. El tres de noviembre, dio inicio el proceso electoral concurrente ordinario 2020-2021, para la renovación de los Ayuntamientos y Diputaciones del Estado de Aguascalientes. 

El seis de junio se llevó a cabo la jornada electoral en los once Ayuntamientos del Estado. 

1.2. SESIÓN DE CÓMPUTO MUNICIPAL. En fecha diez de junio, el Consejo Municipal concluyó el cómputo de la elección del Ayuntamiento de San Francisco de los Romo, en la que declaró la validez de la elección e hizo entrega de las constancias de mayoría a la planilla postulada por el Partido Revolucionario Institucional.  Para mayor claridad se insertan los resultados oficiales[footnoteRef:2]: [2:  https://www.ieeags.mx/resultados_2020_2021.php ] 


	
Total de votos por partido o coalición


	Partido Político o coalición
	Número de votos

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_politicos/01.PAN.jpg]
	
5,842 

	[image: ]

	
7,356 

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_politicos/03.PRD.jpg]


	
123

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_politicos/04.PT.jpg]


	
153

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_politicos/05.PVEM.jpg]
	
268

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_politicos/06.MC.jpg]
	
162

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_politicos/08.MORENA.jpg]
	
3,050

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_locales/PLA.png]
	
324

	[image: http://www.ieeags.org.mx/detalles/imagenes/partidos_locales/NAA.png]

	
781

	   [image: ]
	159

	[image: Redes Sociales Progresistas - Wikipedia, la enciclopedia libre]
	99

	[image: ]
	89

	[image: ]
	37

	[image: ]
	14

	[image: ]
	7

	[image: ]
	5

	[image: ]
	33

	Candidaturas no registradas.
	
7

	Votos nulos
	487

	
Total
	
18,996



De lo anterior, se tiene que los resultados finales arrojaron como ganadora a la candidata postulada por el PRI y en segundo lugar al PAN como se puede observar de la siguiente tabla: 

	Total de votos por candidato


	Partido o Coalición 
	Votos Totales
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	7,356
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Así, del análisis de la votación en el Municipio de San Francisco de los Romo, se observa que la diferencia entre el primer lugar, PRI, y el segundo lugar, coalición POR AGUASCALIENTES, es de 1354 votos, lo que se traduce en 7.13%, como se puede ver en la siguiente tabla: 

	 LUGAR
	PARTIDO
	VOTOS
	PORCENTAJE

	1°
	PRI
	7356
	38.72%

	2°
	PAN-PRD
	6002
	31.60%

	Diferencia
	
	1354
	7.13%




1.3. RECURSO DE NULIDAD. En desacuerdo con los resultados del cómputo municipal, la declaración de validez y la entrega de la constancia de mayoría, el trece de junio el PAN, promovió un Recurso de Nulidad.

1.4.  TURNO A PONENCIA. Una vez recibidas las constancias por este Tribunal, el medio de impugnación fue registrado en el Libro de Gobierno como Recurso de Nulidad con la clave TEEA-REN-003/2021 y se turnó a la Ponencia de la Magistrada Claudia Eloísa Díaz de León González.

1.5. RADICACIÓN. En su oportunidad, mediante proveído de fecha quince de julio, la Magistrada ponente radicó el expediente. 

1.6.  ADMISIÓN Y CIERRE DE INSTRUCCIÓN.  Una vez que no hubo diligencias pendientes por sustanciar, el quince de julio se dictó acuerdo de cierre de instrucción, ordenándose la elaboración del proyecto de resolución. 

2. [bookmark: _3znysh7] JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. Este Tribunal es competente para resolver el Recurso de Nulidad promovido en contra de los resultados consignados en el acta de cómputo municipal, la declaración de validez de la elección y el otorgamiento de constancia de mayoría y validez de la planilla ganadora respecto de la elección del Ayuntamiento de San Francisco de los Romo, por tanto, se actualiza la competencia material y territorial. 

Lo anterior de conformidad con lo previsto por los artículos 297, fracción III, 338, 339, fracción IV y 354 del Código Electoral. 

3. TERCEROS INTERESADOS.  Se tiene como terceros interesados a la C. Margarita Gallegos Soto, en su calidad de presidenta electa del Municipio de San Francisco de los Romo y al licenciado Brandon Amauri Cardona Mejía, en su carácter de representante propietario del PRI ante el Consejo General, ya que señalan un interés incompatible con el del recurrente, y además cumplen los requisitos previstos en los artículos 302 y 341 del Código Electoral. 

Los terceros interesados manifiestan esencialmente, que la demanda debe desecharse por considerar que es notoriamente frívola y, por lo tanto, se actualizan los supuestos del artículo 303, fracciones III y IV del Código Electoral. 

Luego, en cuanto a los hechos en los que el partido actor basa la nulidad demandada, señalan que el día dieciocho de mayo, el Director de Desarrollo Social, Económico y Agropecuario del Municipio de San Francisco se encontraba entregando los apoyos, dentro de un programa social denominado “Pequeños Comerciantes”, hechos que la candidata electa niega por no ser propios, y que además son materia de un Procedimiento Especial Sancionador.  

Continúan los terceros interesados señalando, que en relación a la distribución de “miles e incontables volantes impresos con una encuesta” señalan que, los hechos son materia de un Procedimiento Especial Sancionador[footnoteRef:3] atendido por el Tribunal Electoral.  [3:  En lo sucesivo, PES.] 


Refieren que, el evento del día 26 de mayo, fue dirigido a militantes y simpatizantes, y que dicho evento sí fue agendado fiscalmente, por lo que la autoridad competente tuvo conocimiento, contrario a lo que expone el demandante. 

En cuanto al evento denominado “cierre de campaña”, fue agendado y fiscalizado por la UTF, tal como lo señala el Reglamento de Fiscalización del INE, razón por la que no hay infracción alguna que provoque inequidad en la contienda. 

Señalan también que, en relación al hecho relativo a infracciones en tiempo de veda electoral por una publicación en Twitter, que la misma es un hecho maquinado por la candidata del partido impugnante, pues su cuenta en la red social fue hackeada, y es materia de un PES ante la autoridad jurisdiccional. 

En cuanto a las personas que se señalan como detenidas por la “compra de votos”, los terceros interesados manifiestan que, si bien fueron detenidos, también es cierto que fueron dejados en libertad 22 horas después a su detención, sin que se siguiera un procedimiento en su contra, manifestando que incluso, se presentó una queja ante la CEDH por la indebida detención.  

Ahora, en cuanto a la presencia de servidores públicos y altercados con la Senadora Martha Márquez, señalan los comparecientes que no se acreditan circunstancias de tiempo, modo y lugar, además, refieren que los elementos de prueba que ofrece el demandante son insuficientes. 

En relación con los hechos presuntamente suscitados en las casillas marcadas como 477 B, C1, C2, C3, C4, y C5, los terceros manifiestan que son falsas las acusaciones, tal como se demuestra con la actuación de la autoridad electoral municipal. 

Así, los comparecientes exponen que los hechos planteados por el actor son infundados e improcedentes, por ser manifestaciones genéricas y abstractas pues no ofrecen medio de prueba alguno que acrediten los hechos que denuncia. 

4. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. Los terceros interesados sostienen que se actualizan las causales de improcedencia previstas en el artículo 303, fracción III y IV, del Código Electoral, consistentes en la evidente frivolidad y la no existencia de hechos y agravios en el escrito de demanda que puedan probarse con las pruebas ofertadas, además de que carece de interés por no repararle agravio alguno el triunfo de la planilla ganadora. 

Como ha sido criterio de la Sala Superior[footnoteRef:4], el derecho a la tutela judicial o a la jurisdicción, está consagrado en el artículo 41, Segundo párrafo, base VI y 99, en relación con el artículo 17 de la Constitución General de la República, y éste debe ser interpretado estrictamente a fin de garantizar plenamente los derechos y principios rectores de la función electoral.  [4:  Criterio Sala Superior SUP-REP-201/2015] 

Por tanto, para que un medio de impugnación pueda considerarse frívolo, es necesario que resulte notorio el propósito del actor de interponerlo sin existir motivo o fundamento para ello, o bien, que aquél no pueda alcanzar su objeto.
En tanto, la Jurisprudencia 33/2002[footnoteRef:5], señala que el calificativo de frívolo se entiende en aquellas demandas en las cuales se formulen conscientemente pretensiones que no se pueden alcanzar jurídicamente, por ser notorio y evidente que no se encuentran al amparo del derecho, o bien, ante la inexistencia de hechos que sirvan para actualizar el supuesto jurídico en que se apoya.   [5:  Jurisprudencia 33/2002, de rubro FRIVOLIDAD CONSTATADA AL EXAMINAR EL FONDO DE UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN. PUEDE DAR LUGAR A UNA SANCIÓN AL PROMOVENTE.] 


Además, en la misma tesis se establece que la frivolidad debe resultar de la mera lectura cuidadosa del escrito, por lo tanto, para desechar una denuncia es necesario que esa frivolidad sea evidente y notoria de la lectura de la queja.

Al respecto, este Tribunal considera que el PAN cuenta con interés jurídico para interponer el medio de impugnación, al haber participado en el Proceso Electoral Local 2020-2021, al postular un candidato y planilla para la contienda por la Alcaldía en el Municipio de San Francisco de los Romo y en esa medida, el partido actor cuenta con interés para interponer el recurso de nulidad, conforme lo dispone el artículo 342 del Código Electoral. 
Aunado a que aporta pruebas y describe hechos y agravios, cuya eficacia será objeto de análisis en el estudio de fondo del asunto. Al respecto, es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que no se puede alegar la actualización de una causal de improcedencia por las mismas razones por las que en el estudio de fondo pudieran ser declaradas infundadas o inoperantes, ya que la improcedencia de un juicio no puede fundarse en la ilegalidad de los conceptos de violación, por lo tanto, la frivolidad debe desestimarse. 
3. REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA.  Se cumplen los requisitos generales y especiales de procedencia previstos por los artículos 302 y 341 del Código Electoral. 

3.2.  FORMA. La demanda fue presentada por escrito ante la autoridad responsable, haciendo constar la denominación del partido político actor, así como el nombre y firma de quien promueve en su representación; se identifica el acto impugnado, se enuncian los hechos y agravios en los que basan su impugnación, así como los preceptos presuntamente violados. 

3.3.  OPORTUNIDAD. El recurso fue promovido oportunamente, ya que el cómputo municipal concluyó el nueve de junio y la demanda se presentó el día trece, es decir, dentro del plazo legal de cuatro días previsto en el artículo 301 del Código Electoral. 

3.4. LEGITIMACIÓN. El actor se encuentra legitimado por tratarse de un partido político, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo 342 del Código Electoral. 

3.5. PERSONERÍA. Se satisface el requisito, ya que la autoridad responsable, en su informe circunstanciado, reconoce al Lic. Siegfried Aarón González Castro como representante suplente del PAN ante el CG.

3.6.  DEFINITIVIDAD. Se cumple con el requisito, porque el recurso de nulidad es el medio idóneo, previsto por el Código Electoral, para combatir los actos que aquí se impugnan. 

5. REQUISITOS ESPECIALES. El recurrente precisa en la demanda que cuestiona la elección de Ayuntamiento por Mayoría Relativa del Municipio de San Francisco de los Romo, objetando los resultados consignados en el acta de cómputo municipal, la declaración de validez de la elección y el otorgamiento de la constancia respectiva, emitidos por el Consejo Municipal a favor de la planilla del PRI. 
 
Con lo anterior, se satisfacen los requisitos especiales a que se refiere el artículo 341 del Código Electoral. 

6. AGRAVIOS. El estudio de fondo de las manifestaciones planteados por el actor recae sobre los agravios expresados, entendiendo por éstos, además, todos aquellos razonamientos y expresiones que con tal proyección o contenido aparezcan en la demanda, los cuales pueden encontrarse en cualquier apartado del escrito inicial de demanda, ya que todos los razonamientos y expresiones, con independencia de su ubicación en cierto capítulo o sección de la misma demanda o recurso y de su construcción lógica, ya que basta que el actor precise la causa de pedir. 

De tal forma que este Tribunal adopta el criterio de Sala Superior en los criterios contenidos en las tesis de jurisprudencia 3/2000 y 2/98 cuyos rubros son: AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR y, AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO INICIAL.
 
Precisado lo anterior, el actor en su demanda refiere la verificación de diversas violaciones substanciales acaecidas durante el tiempo de campañas electorales, así como violación del periodo de veda electoral consistente en pedir el voto para determinado partido, y el uso indebido de recursos públicos y diversas acciones que determinaron el voto de manera ilegal y contraria a la legalidad establecida en la Constitución Federal, por lo que particularmente se agravia por lo siguiente: 

· Se duele de que, el día 18 de mayo, la Dirección de Desarrollo Social y Económico del Ayuntamiento entregó apoyos económicos a través de cheques como parte del programa “Pequeños Comerciantes”, fuera del tiempo marcado por las reglas de operación registradas por el IEE, lo cual se traduce en una clara determinación de coacción al ciudadano a votar por determinado partido político;
· Refiere la existencia de miles e incontables volantes impresos con una encuesta con la que se advierte una marcada tendencia positiva, favorable a la candidata a la Presidencia Municipal y contraria al resto de los candidatos contendientes, y, además, que la consulta o sondeo no forma parte de las personas físicas o morales autorizadas para levantar sondeos durante el proceso electoral, teniendo como intención confundir a los electores, frustrar la discusión de las propuestas electorales ente los votantes y ostentarse como la beneficiada de la encuesta apócrifa que difundió en medios impresos;
· Denuncia que se llevó a cabo un evento proselitista en favor del PRI en donde se advierte un derroche de recursos en su realización, que presumiblemente no se cargó en su agenda fiscal, lo cual hizo evidente la inequidad en la contienda, al realizar un llamado al voto. Además, expresa que se promocionó a la candidata y que se advierte la presencia de servidores públicos del actual Ayuntamiento.
· Señala que se llevó a cabo un evento de cierre de campaña en la Plaza Alfonso Romo de Vivar, con la presencia de dos grupos musicales, montaje de escenario, equipo de sonido, sillas, se obsequiaron paraguas y que se trasladaron a personas en camiones y combis, todo contratado por el PRI, lo cual vulnera la equidad en la contienda;
· Por otra parte, se duele de que la candidata electa, Margarita Gallegos Soto, en veda electoral, publicó en la red social Twitter, un mensaje que violenta los principios de legalidad y equidad en la contienda, al realizar un llamado al voto en beneficio de la candidata;
· Manifiesta que el día de la jornada electoral, simpatizantes del PRI realizaron la compra de votos a través de dádivas, práctica que fue repetitiva y generalizada en múltiples hechos que se registraron a lo largo de la campaña y que incluso se detuvieron a cuatro personas por esas acciones y presentadas por la Policía Municipal ante la Fiscalía General del Estado;
· Que además el día de la elección, en la sección 0476, se suscitó un hecho constitutivo de coerción y presión a los votantes por parte de la actual Síndica del Municipio en cuestión, C. María Edith Rosales Luna, así como su esposo, el C. Cesar Hilario Mejía Reyna;
· Que, el C. Cesar Hilario Mejía Reyna, agredió a la Senadora Martha Cecilia Márquez Alvarado, quien presentó una denuncia por presuntas lesiones dolosas y que se identificó como la carpeta de investigación CI/SFR/CC286/06-21;
· Además, señala que en la sección 0477, se presentó una incidencia presentada por el Representante General del PAN, consistente en que una votante sustrajo las boletas de su votación y procedió a llevárselas consigo. Hecho que quedó asentado por escrito y manifestado al Presidente de la Mesa Directiva de Casilla, con lo que demuestra que la campaña electoral estuvo plagada de irregularidades y de hechos que marcaron la determinación ilegal en el resultado de la elección; 
· [bookmark: _Hlk76472336]Refiere la entrega de despensas por parte de la actual Síndica del Municipio, la C. María Edith Rosales Luna y del C. Cesar Hilario Mejía Reyna quien es su esposo, así como de la servidora pública C. Maricela Torres, quien se encuentra adscrita a la Secretaría de Desarrollo Económico y Social del Ayuntamiento; 
· Que la candidata ganadora utilizó un exceso de lonas y pinta de bardas y con eso se comprueba el gasto excesivo de propaganda no registrada y de ilegal exposición;
· Considera que, con base en lo anterior, se han violentado los principios de las campañas electorales en beneficio de la determinación legal, certera, libre, válida y secreta que la ciudadanía tiene para elegir a sus gobernantes, además de transgredir los derechos a la libre y equitativa contienda, a través de la intromisión de las autoridades del Ayuntamiento por repartir apoyos;
· Por tanto, manifiesta que se demostró la afectación a los principios que rigen las elecciones libres y auténticas, al no tratarse de hechos aislados, sino de una violación sistemática que vulnera la neutralidad e imparcialidad de las elecciones, las cuales demuestra con las pruebas ofrecidas y que acreditan que fueron suficientemente graves, sistemáticas y generalizadas para trascender en el resultado de la elección;
· Finalmente, refiere que las irregularidades cometidas por los servidores públicos tienen un carácter sustancial, pues se vulnera los principios de imparcialidad y equidad en la contienda, tutelados por el artículo 134, séptimo párrafo de la Constitución Federal. 

7. ESTUDIO DE FONDO.  
7.1. PLANTEAMIENTO DE LA CONTROVERSIA. Este Tribunal considera que la litis se centra en determinar si se acreditan las presuntas violaciones invocadas por el promovente y si las mismas generaron inequidad en la contienda, en una magnitud tal, que resultó determinante para el resultado de la elección, cuya consecuencia sería declarar la nulidad respectiva, de lo contrario, lo procedente sería confirmar la validez de la elección.

Así, el diez de junio, el Consejo Municipal de San Francisco de los Romo, declaró la validez de la elección del Ayuntamiento, entregando la constancia de mayoría a la planilla encabezada por la C. Margarita Gallegos Soto, postulada por el por el PRI.

Inconformes con la decisión, el Partido Acción Nacional, señala que diversas irregularidades acontecidas a lo largo del proceso electoral, incluida la jornada electoral, deben ser analizadas para determinar si actualizan causales de nulidad, de las previstas en la normativa. 

7.2. METODOLOGÍA. Precisado lo anterior, el examen a cargo de este Tribunal, por razón de método analizará los agravios planteados agrupados por temática, a efecto de atender todas y cada una de las manifestaciones expuestas por el promovente.

[bookmark: _Hlk76989470]Así, los temas a resolver son: 
a. Irregularidades denunciadas durante las campañas y veda electoral.
i. No acreditadas
ii. Acreditadas. 
b. Irregularidades en las inmediaciones de las casillas electorales durante la Jornada electoral. 
c. Irregularidades en la sección 477 durante la Jornada Electoral. 
d. Presunto Rebase de Tope de Gastos de Campaña. 

7.3 CUESTIÓN PREVIA. SISTEMA DE NULIDADES. El artículo 41 de la Constitución Federal, en su base V, establece los principios rectores de la materia electoral que deben reinar en una elección para considerarla válida, consisten en la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad.  Con ellos, se garantiza que el resultado de las elecciones sean producto de un auténtico y libre ejercicio volitivo a cargo del elector, resultado de una contienda electoral donde se difundieron y compararon ideas y plataformas electorales, organizada por autoridades que ciñen su actuar a la reglamentación vigente, y con un sistema de nulidades que garanticen la legalidad y constitucionalidad de los actos que conforman el proceso[footnoteRef:6].  [6:  TESIS XLIX/2016. MECANISMOS DE DEMOCRACIA DIRECTA.  EN SU DISEÑO DEBEN OBSERVARSE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO HUMANO DE VOTAR.- Consultable en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 96 y 97] 


En el sistema de nulidades, se comprende la delimitación de determinadas conductas alrededor del marco del proceso electoral, que se considera vulneran los principios constitucionales, y de demostrarse que aquéllas, tácita o expresamente, y de manera invariable, fueron graves y determinantes para el resultado de la elección, no puede hablarse de una elección válida y auténtica.  

Por lo tanto, el elemento central es la determinancia, y como lo ha establecido de manera reiterada la Sala Superior, razonamiento retomado en la contradicción de criterios SUP-CDC-2/2017, “la determinancia se debe verificar a través de los elementos fácticos y jurídicos que se adviertan de la comisión de la infracción y, sobre todo, atendiendo al grado de vulneración de los principios rectores que se deben observar para que cualquier tipo de elección sea considerada válida[footnoteRef:7].” [7:  Razonamiento referido en la resolución de la Contradicción de Criterios SUP-CDC-2/2017] 


Entonces, de alegarse –incluso comprobarse- irregularidades en un proceso comicial donde los principios previstos en la Constitución Federal y en las respectivas leyes generales o locales no sean lesionados sustancialmente, es decir, donde los vicios, violaciones, transgresiones o irregularidades que se hayan acreditado no afecten de manera sustancial al resultado de la elección, al desarrollo del procedimiento electoral o a la elección misma, es imperativo el preservar la voluntad popular, y debe sostenerse la validez de los votos emitidos por los ciudadanos, en observancia puntual del principio de conservación de los actos públicos válidamente celebrados.  Tal ha sido el criterio jurisprudencial 9/98, PRINCIPIO DE CONSERVACIÓN DE LOS ACTOS PÚBLICOS VÁLIDAMENTE CELEBRADOS. SU APLICACIÓN EN LA DETERMINACIÓN DE LA NULIDAD DE CIERTA VOTACIÓN, CÓMPUTO O ELECCIÓN[footnoteRef:8]. [8:  Consultable en: Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 2, Año 1998, páginas 19 y 20.] 


Esto es, porque con una injustificada declaración de nulidad de una elección se podría hacer nugatorio el ejercicio de la prerrogativa ciudadana de votar en las elecciones populares y se podría propiciar con ello la comisión de faltas a la ley, dirigidas a impedir la participación efectiva del pueblo en la vida democrática del país, a la integración de la representación nacional y al acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público mediante las elecciones. 

Por lo expuesto, se considera que es tarea de cada juzgador analizar las circunstancias particulares de cada caso para que, en el ámbito de sus atribuciones, determine si las conductas cometidas violentan los principios constitucionales que rigen el sistema electoral, o si esas transgresiones o irregularidades afectan al resultado de la elección, al desarrollo del procedimiento electoral o a la elección, a fin de estar en aptitud de cifrar la determinancia de las mismas.

Al respecto, la doctrina de la Sala Superior ha fijado la postura de que las disposiciones legales de orden secundario o de nivel jerárquico inferior a la Constitución Federal, no son la única fuente o vía para regular los supuestos permisivos, prohibitivos, dispositivos o declarativos que rigen las elecciones a cargos de elección popular, de manera tal que se puede decretar la invalidez o la nulidad de una elección por la violación o conculcación a principios constitucionales.[footnoteRef:9]  [9:  Doctrina de la Sala Superior respecto a este tema, entre otros precedentes, las sentencias dictadas en los siguientes juicios: SUP-JRC-487/2000, SUP-JRC-120/2001, SUP-JRC-604/2007, SUP-JRC-165/2008, SUP-JIN-359/2012, SUPREC-101/2013, SUP-REC-159/2013 y SUP-REC-164/2013.] 


De tal suerte que las irregularidades que se aleguen, aun cuando puedan, o no, encontrar sustento en las causas específicas, podrán constituir una violación que encuadre en la causal genérica de nulidad de elección prevista en el artículo 352, del Código Electoral.

Ahora bien, como es el caso, los agravios planteados por el actor tienden a demostrar la determinancia no sobre casillas determinadas, sino frente al resultado del cómputo municipal respectivo. No obstante, es necesario que el actor evidencie, -tanto argumentativa como probatoriamente- la materia de la nulidad, la gravedad, las circunstancias de tiempo, modo y lugar, y la determinancia en el resultado electoral, para que proceda su pretensión. 
En ese entendimiento, es oportuno precisar que la causal genérica se integra por elementos distintos a los que componen las causales específicas[footnoteRef:10]. La mencionada causa de nulidad genérica, comparte la eficacia que califica a ciertas causas específicas, es decir, que opera en sus efectos cuando la irregularidad de que se trate resulte determinante para el resultado de la elección, lo anterior, a fin de que sea justificada la anulación de la elección en la circunscripción municipal, no obstante, esta nulidad es completamente distinta a aquéllas.  [10:  Tribunal Electoral del Estado de Veracruz TEV-RIN-12/2018 Y ACUMULADOS. ] 

En otras palabras, para validar la causal genérica se requiere que existan circunstancias no previstas en las causales descritas en las fracciones I a X del Artículo 349, del Código Electoral, y que tales circunstancias consistan en violaciones graves, no reparables, determinantes, y que las mismas sean plenamente acreditables y determinantes para el resultado de la elección.

Así, para estar en posibilidad de actualizar la subjetividad propia de la causal genérica es necesario que concurran elementos que permitan a la autoridad jurisdiccional identificar las irregularidades señaladas por los actores y su dimensión, por medio de la narración de hechos y de la prueba de los mismos, que generen certeza y convicción, y que de las mismas se tenga que su impacto fue determinante en los resultados electorales.

Por su parte, el artículo 40 constitucional prevé que es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República, representativa, democrática, laica y federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una Federación, establecida según los principios de la propia Ley Fundamental. 
Para garantizar y dotar de eficacia al régimen representativo y el principio democrático, la Constitución General prevé normas y procedimientos para la integración de los órganos del poder público; al ejercicio de los derechos político-electorales, particularmente los de votar y ser votados para ocupar cargos de elección popular; a las características y condiciones fundamentales del derecho de sufragio, así como a los mecanismos jurídicos para la defensa de estos derechos humanos y de los postulados del Estado democrático de Derecho.
Por ende, la Democracia requiere de la observancia y respeto de los principios y valores fundamentales –armónicos e interconectados-, como la división de poderes, la realización de elecciones libres, auténticas y periódicas, así como el establecimiento y respeto de derechos político-electorales que permitan a los ciudadanos el acceso a los cargos de elección popular mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. 
Así, se deben destacar los siguientes principios y valores constitucionales, característicos de la materia electoral, en un Estado de Derecho Democrático: 
- Los derechos fundamentales de votar, ser votado, de asociación y de afiliación, en cuanto tienen la estructura de principios;
- El derecho de acceso para todos los ciudadanos, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas del Estado;
- El principio de elecciones libres, auténticas y periódicas; el sufragio universal, libre, secreto y directo.
Los anteriores principios, entre otros, rigen la materia electoral y, por ende, constituyen los elementos y características fundamentales de una elección democrática, cuyo cumplimiento es imprescindible para que una elección sea considerada constitucional y legalmente válida. 
Con base en ello, los órganos jurisdiccionales, locales y federales, en materia electoral, tienen la atribución de reconocer la validez o declarar la nulidad de un procedimiento electoral, siempre que los actores hagan valer conceptos de agravio tendentes a demostrar que existen, plenamente acreditadas, las específicas causales de nulidad legalmente previstas o incluso irregularidades graves, generalizadas o sistemáticas, que resulten determinantes para la validez de la elección. 
Esto es, si se dan casos en los cuales las irregularidades probadas en un proceso electoral sean contrarias a una disposición constitucional, convencional o legal, ese acto o hecho, al afectar o viciar en forma grave y determinante al procedimiento electoral en cuestión o a su resultado, podría conducir a la declaración de invalidez de la elección, por ser contraria a los principios o preceptos de la Constitución Federal, de los tratados internacionales o de la legislación aplicable.
Los elementos o condiciones para la declaración de invalidez de una elección, por violación a los principios o preceptos constitucionales son: 
a) La existencia de hechos que se consideren violatorios de algún principio o norma constitucional o precepto de los Tratados que tutelan los derechos humanos e incluso de la ley reglamentaria, que sea aplicable (violaciones sustanciales o irregularidades graves);
b) Las violaciones sustanciales o irregularidades graves deben estar plenamente acreditadas;
c) Se ha de constatar el grado de afectación que la violación al principio o a la norma constitucional, precepto que tutela los derechos humanos o a la ley ordinaria aplicable haya producido en el procedimiento electoral, y
d) Las violaciones o irregularidades han de ser, cualitativa y/o cuantitativamente, determinantes para el desarrollo del procedimiento electoral o para el resultado de la elección.
De esta forma, para declarar la nulidad de una elección, ya sea por violación a normas o principios constitucionales o convencionales, es necesario que esa violación sea ejecutada, en principio, por los ciudadanos que acuden a sufragar, por los funcionarios integrantes de las mesas directivas de casilla, los partidos políticos o sus candidatos, coaliciones o candidatos independientes, u otros sujetos cuya conducta incida en la elección, en la medida en que sus actos conlleven a que sea una irregularidad grave, generalizada o sistemática y, además, determinante, de tal forma que trascienda al normal desarrollo del procedimiento electoral o al resultado de la elección, esto es, que su influencia sea de tal magnitud, cualitativa o cuantitativa, que afecte la elección en su unidad o totalidad.
Tales requisitos, para la declaración de nulidad de una elección, permiten garantizar la autenticidad y libertad del sufragio, así como de la autenticidad y libertad de la elección misma, además de otorgar certeza respecto de las consecuencias jurídicas de los actos válidamente celebrados. 
De ahí que se deba considerar el contexto y las circunstancias bajo las cuales ocurrieron los hechos u actos que se señalan como irregulares, a fin de que no cualquier protesta social, directa, o indirectamente relacionada con temas electorales pueda incidir en el normal desarrollo del proceso comicial, o en los actos jurídicos celebrados válidamente, en perjuicio de la democracia.
Esto es así, porque deben tutelarse los principios de objetividad, legalidad, imparcialidad, seguridad y certeza que rigen a los procesos electorales en su conjunto, así como el derecho constitucional de voto activo y pasivo de los ciudadanos, por lo cual no es dable desconocer el voto válidamente emitido por los electores que acudieron a su respectiva mesa directiva de casilla, a expresar su voluntad electoral, con base en una violación que, analizada pueda resultar accesoria, leve, aislada, eventual e incluso intrascendente, conforme a la normativa jurídica aplicable y al sistema electoral mexicano. O sea, no cualquier violación tiene por efecto indefectible la declaración de invalidez de la elección. 
En tal contexto, la declaración de validez o invalidez de una elección deriva no sólo de las facultades específicas previstas en la legislación electoral, sino también de los principios, valores, y derechos fundamentales previstos en la Constitución y en los tratados internacionales que tutelan los derechos humanos, entre los que se reconocen los derechos político-electorales de votar y ser votado en elecciones populares periódicas, auténticas y libres, llevadas a cabo mediante sufragio directo, universal, igual y secreto, que garantice la libre expresión y auténtica de la voluntad de los electores. 
En el sistema interamericano, la relación entre derechos humanos, democracia representativa y derechos políticos en particular, quedó plasmada en la Carta Democrática Interamericana, que en su parte conducente señala:
“Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos.”
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sustentado el criterio de que "el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención".
Para el citado Tribunal Interamericano, los derechos políticos, consagrados en la Convención Americana, “propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político” además de que “la democracia representativa es determinante en todo el sistema del que la Convención forma parte”.
Por otra parte, en el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se establece lo siguiente:
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
Sobre lo dispuesto en el inciso b) de la norma citada, el Comité de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas, en la Observación General número 25 (veinticinco)[footnoteRef:11], precisó que las elecciones deben ser libres y equitativas y que se deben celebrar periódicamente, conforme al marco de disposiciones jurídicas que garanticen el ejercicio efectivo del derecho de voto “sin influencia ni coacción indebida de ningún tipo que pueda desvirtuar o inhibir la libre expresión de la voluntad de los electores. Estos deberán poder formarse una opinión de manera independiente, libres de toda violencia, amenaza de violencia, presión o manipulación de cualquier tipo […]”. [11:  Fuente: núm. 1 a núm. 32: HRI/GEN/1/Rev.9(Vol.I). ] 

En este sentido, una vez acotado el Sistema de Nulidades y, particularmente la causal genérica de nulidad de elección, a continuación, se analizarán cada uno de los temas que propone el actor y que tiene que ver con las causales que invoca. 
[bookmark: _2et92p0]
7.4. IRREGULARIDADES DENUNCIADAS, PREVIAS A LA JORNADA ELECTORAL. 
A. NO ACREDITADAS.   El promovente, en su escrito de demanda señala que durante las campañas electorales y en la etapa de veda, la candidata electa, infringió la normativa cometiendo actos que generaron beneficios ilegítimos para su candidatura.  Los hechos que narra, ya han sido objeto de diversos procedimientos sancionadores, los cuales ya han sido resueltos por este Tribunal, por lo cual, partiendo de esa premisa, se adelanta que sus pretensiones son inoperantes, por las siguientes consideraciones: 

Los procedimientos sancionadores tienen distintas finalidades, las cuales desembocan en la protección de bienes jurídicos propios del Estado constitucional y democrático de Derecho.  Mediante una técnica jurídica, eminentemente represiva o punitiva.  

Por una parte, persigue efectos preventivos generales, ya que mediante la posibilidad legal de imponer una sanción se conmina a todos los sujetos de derecho, a todos los destinatarios de la norma, a cumplir con sus deberes jurídicos, para proteger los valores superiores del sistema normativo nacional, federal o estatal.

Por la otra, también posee efectos preventivos específicos, puesto que se busca inhibir la comisión de una ulterior infracción electoral por quien violó alguna disposición jurídica en la materia, mediante la imposición de una sanción proporcional a la infracción.

Así, el procedimiento sancionador, además de su naturaleza punitiva o represiva, se concibe como un medio constructivo de pruebas, sobre hechos irregulares que puedan incidir en la jornada electoral, los cuales deberán de analizarse y valorarse en la impugnación correspondiente.
Lo anterior, en razón de que los procedimientos sancionadores en materia electoral son procedimientos de investigación, donde se dictan diligencias para indagar y verificar la certeza de los hechos que se consideran fuera de la norma, diligencias que se realizan de forma seria, congruente, idónea, eficaz, expedita, completa y exhaustiva, independientemente, de que inicien a instancia de parte o de oficio, como sucede en el ordinario, en el de fiscalización y en el especial sancionador.
De esto, se desprende que la naturaleza del procedimiento sancionador es la investigación de infracciones administrativas; la comprobación de hechos ilícitos en materia electoral; y la aplicación de sanciones a los responsables, en tanto que el Recurso de Nulidad es un auténtico proceso contencioso jurisdiccional que ocurre respecto de los resultados y declaraciones de validez de las elecciones, la anulación de la votación recibida en las casillas, la modificación de las actas de cómputo municipal o distrital, o bien, la revocación de las constancias de mayoría o de asignación y la nulidad de la elección, en cuyo desarrollo existen cargas argumentativas y probatorias.
Por ello, en los procedimientos sancionadores interpuestos en contra de Margarita Gallegos Soto, sobre hechos acaecidos en la etapa de preparación de la jornada electoral, se recurrió a la técnica jurídica punitiva o represiva, sancionando -en algunos casos- a la ahora candidata electa luego de que se le siguió un proceso de instrucción o investigación para determinar la existencia, o inexistencia, de hechos y de responsabilidades.
Es imperativo señalar, que los hechos expresados por el promovente en este recurso de nulidad, ya fueron materia de procedimientos sancionadores resueltos por este órgano jurisdiccional, mismos que han causado estado al no haber sido controvertidos dentro de los términos legales. 
Lo anterior, se esquematiza en la tabla siguiente:

	PROCEDIMIENTO.
	HECHOS DENUNCIADOS.
	RESOLUCIÓN.

	TEEA-PES-75/2021 
	Entrega de apoyos con la finalidad de “compra de votos”
	Se declaró la inexistencia de la infracción denunciada.  

	TEEA-PES-81/2021 
	Existencia de volantes con una encuesta en favor de la candidata.
	Se declaró la inexistencia de la infracción denunciada.  



Así, se advierte que, de las inconformidades detalladas por el promovente, en su escrito de nulidad, son plenamente identificables con los agravios materia de los PES de referencia, cabe subrayar que no se encuentra en la demanda de nulidad, anexado material probatorio idóneo, pues se limita a referir los hechos y ofertar pruebas técnicas cuyo valor probatorio es meramente de indicio.
En tales consideraciones, el estudio propuesto sobre el concepto de nulidad, es sostenido por el promovente con base en: 
a) Infracciones consistentes en: 
i) uso indebido de recursos públicos; y, 
ii) coacción al electorado mediante la entrega de un beneficio
iii) difusión de volantes con propaganda falsa (encuesta)
De lo anterior se advierte que, este Tribunal, en cuanto al TEEA-PES-75/2021 y TEEA-PES-81/2021, fueron procedimientos en donde se investigaron, analizaron, probaron y determinaron que los hechos denunciados -reiterados como base de la acción de este recurso- eran inexistentes.
Así, con apoyo en la jurisprudencia de rubro y texto siguientes: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES LOS QUE PARTEN O SE HACEN DESCANSAR SUSTANCIALMENTE EN LO ARGUMENTADO EN OTROS QUE FUERON DESESTIMADOS”[footnoteRef:12], se advierte que los hechos que el demandante pretende hacer valer como causales de nulidad son inoperantes.  [12:  Registro 178784, publicada en la página 1154, Tomo XXI, abril de 2005, Materia Común, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.] 

Es así, porque el promovente al pretender hacer valer como causa de nulidad una serie de hechos que ya fueron desestimados y declarados como inexistentes mediante sentencias que han causado estado, al no haber sido recurridas en el plazo legal previsto, se tiene que los actos que ahora nuevamente invoca para verificar una posible nulidad, ya han sido juzgados, por lo que devienen inoperantes, pues de lo contrario se estaría planteando una hipótesis en hechos que no existieron conducta ilícita reprochable  a la candidata electa que ahora se demanda. 

B. ACREDITADAS.  Por otro lado, el promovente refiere un hecho en particular consistente en actos prohibidos en tiempo de veda electoral. 
Este Tribunal advierte, que si bien, los hechos fueron causa de una sanción a la ahora candidata electa, lo cierto es que los agravios pretendidos son ineficaces e insuficientes, por las siguientes razones.
El actor, refiere que la entonces candidata, el pasado cinco de junio, en punto de las dieciocho horas con treinta y seis minutos, publicó en su red social Twitter un mensaje que violenta los principios del derecho electoral mexicano, publicando el siguiente mensaje: “Mañana 06 de junio de 2021, vota PRI, ¡¡¡vota Margarita Gallegos Soto!!! ¡¡¡Vamos por el triunfo!!!”, dicho que prueba con la liga https://twitter.com/margaritagaso/status/1401322010081255429?s=21 
[image: ]
De tal suerte, que el mismo partido que ahora promueve la nulidad, presentó denuncia por el hecho señalado, mediante un PES, procedimiento que fue resuelto por este Tribunal en el expediente TEEA-PES-077/2021. 
Al respecto, en la resolución de tal procedimiento especial sancionador, se determinó que efectivamente la entonces candidata, era responsable de la publicación señalada, pues si bien, la denunciada buscó deslindarse mediante la presentación de una queja ante la red social Twitter, donde desconoce la autoría de la publicación y denuncia un hackeo de su cuenta, además con la presentación de una denuncia ante la Fiscalía General del Estado y Policía Cibernética por un supuesto hackeo¸ lo cierto es que, de los elementos en autos, no resultó ser un deslinde oportuno e idóneo, con base en que del conocimiento de los hechos por la autora hasta la fecha en que interpuso las quejas, mediaron diez días, por lo que se resolvió la existencia del hecho y la actualización de la infracción, imponiéndose una amonestación pública. 
Sin embargo, se estima pertinente mencionar que, para que dicha irregularidad acarree la nulidad de la elección, es necesario: 

a) Que se acredite plenamente las violaciones sustanciales —en este caso, la comisión de los actos atentatorios de los principios de equidad y libertad del sufragio— en el marco de la elección cuya validez se cuestiona;

b) Que concurran los factores cualitativo y cuantitativo del carácter determinante de una irregularidad, es decir, que se acredite la vulneración a determinados principios constitucionales y definir si tal vulneración definió el resultado de la elección.
Lo anterior, en la tesitura de que, para tal efecto, se debe agotar el proceso contencioso jurisdiccional de anulación, pero, sobre todo, es menester evidenciar que se actualizan los elementos normativos o típicos de la causa de nulidad de la elección de que se trate, acorde con lo previsto en la tesis III/2010, de rubro: “NULIDAD DE ELECCIÓN. LAS CONDUCTAS SANCIONADAS A TRAVÉS DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SANCIONADORES SON INSUFICIENTES, POR SÍ MISMAS, PARA ACTUALIZARLA.[footnoteRef:13]” [13:  Tesis III/2010 NULIDAD DE ELECCIÓN. LAS CONDUCTAS SANCIONADAS A TRAVÉS DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SANCIONADORES SON INSUFICIENTES, POR SÍ MISMAS, PARA ACTUALIZARLA. Dentro del sistema de nulidades en materia electoral, para que una elección carezca de efectos jurídicos resulta necesario que las conductas acreditadas constituyan violaciones graves, sistemáticas y determinantes para el resultado del proceso electoral respectivo. En ese sentido, si la naturaleza jurídica de los procedimientos administrativos sancionadores consiste en prevenir y reprimir conductas que transgredan disposiciones legales en la materia, con la finalidad de que el proceso comicial se desarrolle de acuerdo con los principios rectores del estado democrático, consecuentemente, las conductas sancionadas dentro éstos, durante un proceso comicial, no tienen el alcance, por sí mismas, para que se decrete la nulidad de la elección respectiva, pues para tal efecto debe probarse que satisfacen los elementos objetivos referidos.] 

Ello, porque la infracción cometida por la candidata, relativa a la difusión de un mensaje en veda electoral, en su red social Twitter, con las características que revistió no violenta de manera grave los principios constitucionales que toda elección debe cumplir, esto porque si bien, constituye una infracción a la normativa electoral, no es suficiente para anular la votación recibida en la elección municipal, pues no se advierte que con la misma se haya impactado de manera grave la equidad en la contienda, y se haya inferido en los resultados de la elección. 
Es así, porque al analizar el contexto y el impacto, tenemos que la publicación en cuestión fue realizada en un espacio o plataforma que mantenía una inactividad de por lo menos dos años, según se desprende de la inspección practicada por este Tribunal, pues en su defensa, en el citado PES, la entonces denunciada refiere que la publicación había sido hecha por una tercera persona, señalando un HACKEO a su cuenta, que si bien no pudo ser demostrado, la revisión del perfil si arroja una inactividad de la cuenta en la red social TWITTER, máxime que no se encontró publicación alguna durante toda la campaña electoral.
Así, al revisar el perfil, se tiene que son 23 perfiles los que siguen la cuenta señalada y que en la publicación denunciada las reacciones y número de personas que compartieron la publicación para estimar el alcance, tenemos que obtuvo un total de 0 (cero) reacciones o retweets, lo que imposibilita tener una noción del alcance de la publicación, pues el punto de partida es que nadie, salvo el denunciante vieron la publicación, mucho menos es posible hincarle efectos potenciadores sin elementos probatorios que lo sustenten, y que constituyan un elemento clave en la formación de la voluntad popular expresada en las urnas horas después de su publicación . 
Así, se tiene que la parte demandante no hace valer argumentos ni pruebas tendentes a demostrar que los hechos denunciados hubieran tenido efectos directos, generales y determinantes para el resultado de la elección del Ayuntamiento cuya validez se cuestiona a través del medio de impugnación que aquí nos ocupa.
Para tal efecto, puede decirse que una violación o el conjunto de ellas son determinantes por: 
i. Su naturaleza, ya sea porque violen o conculquen los principios constitucionales fundamentales y/o vulneren o transgredan los valores que rigen toda elección democrática, de manera tal que sea razonable establecer una relación de alta probabilidad, a fin de atribuir o reconocer en las mismas tal carácter determinante;  
ii. La magnitud, número, intensidad, amplitud, generalidad, frecuencia, peso o recurrencia en el propio proceso electoral; 
iii. El número cierto o calculable racionalmente de los votos emitidos en forma irregular en la elección respectiva, con motivo de tales violaciones sustanciales (ya sea mediante prueba directa o indirecta); y 
iv. La diferencia de votos entre el primero y segundo lugar en la contienda electoral y, en ocasiones, incluso con respecto al tercero.
En tales condiciones, a fin de valorar si los mensajes en cuestión tuvieron incidencia en el resultado de la votación, el partido actor debió hacer patente cómo influyó en el ánimo del electorado perteneciente al municipio que nos ocupa, esto es, estaba en la obligación de especificar cómo la difusión del mensaje de twitter impactó en el resultado de la votación, y no limitarse a señalar, de manera general, que hubo la difusión del mensaje a favor de la entonces candidata, pero sin delimitar el área de influencia que tuvieron dichos mensajes, ni el número de votantes que pudieron verse influenciados con ellos, máxime si la diferencia de votos entre el primero y segundo lugar fue de 1354 votos, lo que representa el 7.14%, y la publicación en cuestión no presenta ninguna interacción o reacción por parte de persona alguna.
Aunado a lo anterior, el demandante omite señalar cómo esas violaciones resultan graves, sistemáticas y sobre todo determinantes para el resultado obtenido en la elección impugnada, en términos del artículo 352 del Código Electoral; no señala los aspectos cualitativos y cuantitativos por los que estime que las conductas descritas, fueron determinantes para el resultado de la elección; así como la forma en que estos actos incidieron en el mismo, atento a la tesis relevante XXXI/2004, emitida por la Sala Superior, de rubro: NULIDAD DE ELECCIÓN. FACTORES CUALITATIVO Y CUANTITATIVO DEL CARÁCTER DETERMINANTE DE LA VIOLACIÓN O IRREGULARIDAD[footnoteRef:14] [14:  Compilación 1997-2012. Jurisprudencia y tesis en materia electoral. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. México, 2012. Volumen 2, Tesis, Tomo II, páginas 1458 a la 1459.] 

De tal forma que, con la falta acreditada, de su análisis individual y conjunto, no se advierte que afecten o vicien en forma grave y determinante al procedimiento electoral en su resultado, o que hayan sido cualitativa y/o cuantitativamente determinantes para el desarrollo del procedimiento electoral.
De tal suerte que, solo excepcionalmente, frente a irregularidades graves violatorias de los principios constitucionales, plenamente acreditadas, determinantes, y que no dejen espacio a duda, podría proceder la nulidad de la elección. Por lo que se determinan ineficaces las pretensiones del promovente, en cuanto a que se anule la elección por la falta acreditada a la normativa electoral a través del procedimiento sancionador precisado.

7.5. IRREGULARIDADES DENUNCIADAS ACAECIDAS EN LAS INMEDIACIONES DE LAS CASILLAS ELECTORALES DURANTE LA JORNADA ELECTORAL.   
i. Presencia de la Síndica repartiendo despensas. La parte recurrente señala que el día de la jornada electoral, sin precisar el lugar, - cabe acotar que en el medio de impugnación, la actora, en el apartado donde debe hacer mención individualizada de las casillas que solicita anular y la causal aplicable, señala expresamente que “no aplica en el presente caso”, sin embargo, se entiende que se refiere a las ubicadas en esa sección- se suscitó un hecho, que a su juicio,  es constitutivo de coerción y presión de los votantes, pues la actual Síndica del Municipio en cuestión, C. María Edith Rosales Luna, así como su esposo, el C. Cesar Hilario Mejía Reyna, presuntamente alteraron el orden público, buscando ejercer presión en el electorado, mediante la compra de votos, mediante la entrega de dádivas, vulnerando con ello la equidad en la contienda.   Señala que estas prácticas fueron repetitivas y generalizadas a lo largo de toda la campaña.

En principio, este Pleno considera que los agravios planteados en relación con la causal de nulidad prevista en la fracción IX del artículo 349 del Código Electoral, son ineficaces porque la sola presencia de servidores públicos en las inmediaciones de las casillas no la configura. 

Este Tribunal considera que, confrontando el análisis del medio de impugnación, con la causal prevista en el Código Electoral, será posible actualizar la nulidad de la votación recibida en casilla cuando se ejerza violencia física, moral o presión contra los electores, siempre que esos hechos sean determinantes para el resultado de la votación, lo que implica, en forma evidente, pongan en duda la verdadera intención del votante depositada en las urnas y sean determinantes para el resultado de la misma.

El promovente alega que, con las conductas denunciadas, se afectaron los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad porque estos servidores públicos trastocaron las características del sufragio, al realizar el día de la jornada, compra de votos, por medio de entrega de despensas como incentivo, lacerando la libertad del voto.

Al respecto, presenta como medio probatorio un video, que es una prueba técnica, el cual tiene una duración de un minuto con treinta y un segundos, del que, se observa un grupo de personas en un espacio que aparenta ser un jardín, sin que se escuche algún diálogo, posteriormente, una persona del sexo femenino, les pide que se retiren, de manera insistente, mientras que una persona aparentemente de sexo masculino trata de colocar frente a la cámara, así, analizando cada parte del mismo, resulta imposible deducir, obtener o determinar circunstancias de lugar, modo y tiempo, resaltando que tampoco éstas son precisadas por el promovente, lo que vuelve a sus argumentos ineficaces para acreditar las conductas. 

ii. presencia de funcionarios en las inmediaciones de las casillas. El actor sostiene su agravio con base en que la sola presencia de una supuesta funcionaria en compañía de su esposo, en las inmediaciones de una casilla, -sin precisar el lugar exacto o la acción que realizaban o la interacción con los potenciales electores- el día de la jornada, violentaron la libre manifestación del voto de los electores. Así, la parte promovente, pretende denunciar la coacción del voto, sin embargo, de los elementos probatorios, no se aprecia circunstancias de tiempo, modo y lugar, por lo que resulta imposible determinar la conducta señalada por la parte actora. 

Al respecto, Sala Monterrey[footnoteRef:15], ha considerado que, para tener por configurada la causal de nulidad analizada, tratándose de servidores públicos, la presunción de que ejercen presión  a los electores o a los funcionarios de casilla, se configura cuando aquellos participan como integrantes de la mesa directiva de casilla, y no con su sola presencia en las inmediaciones de la casilla, en cuyo caso es menester demostrar que tales personas llevaron conductas que provocaran presión y violencia física en los ciudadanos electores o los funcionarios, lo que en el caso no se acredita.  [15:  SM-JIN-26/2015 Y SM-JIN-27/2015 ACUMULADOS] 




iii. uso de recursos públicos. Por otra parte, el actor refiere también como causal de nulidad, que los funcionarios que señala en su demanda, la C. María Edith Rosales Luna, el C. Cesar Hilario Mejía Reyna quien es su esposo y la C. Maricela Torres, quien se encuentra adscrita a la Secretaría de Desarrollo Económico y Social del Ayuntamiento, además transgredieron la norma constitucional consagrada en el artículo 134, con la intención de favorecer a la candidata que resultó ganadora de la contienda electoral al hacer uso de los recursos y del cargo desempeñado en el Municipio, ya que condicionaron la entrega de despensas, así como el uso de programas sociales, y realizaron actos públicos en apoyo de la candidata, conducta prohibida por el artículo 352 del Código Electoral.

Según el actor, las pruebas de estos hechos se ofertan contenidas, en una unidad de almacenamiento digital (CD), videos y fotografías[footnoteRef:16], y del análisis de cada uno de ellos, se destaca que ninguna de las pruebas en mención fue acompañada por la identificación de las personas, los lugares y las circunstancias de modo y tiempo que reproducen, ni de las mismas se desprenden los elementos necesarios que lleven a comprobar las anomalías de la relación de los hechos con lo reflejado en tales probanzas técnicas. [16:  Contenidos en el Anexo 1 de esta sentencia.] 


Además, todas ellas, de conformidad con los artículos 308, fracción III y 310, párrafo tercero del Código Electoral, como ya se refirió, constituyen pruebas técnicas, que solo tienen el carácter de indicios y solo harán prueba plena cuando concatenados con los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio, logren generar convicción sobre la veracidad de los hechos afirmados, quedando a cargo del juzgador establecer el valor probatorio que debe otorgárseles, dada su naturaleza de pruebas técnicas.

Por lo tanto, es deber del oferente de una prueba técnica, señalar concretamente no sólo lo que se pretende acreditar, sino la identificación de las personas, los lugares y las circunstancias de modo y tiempo que reproduce la prueba.  Al respecto, aplica la tesis de jurisprudencia de rubro PRUEBAS TÉCNICAS. SON INSUFICIENTES, POR SÍ SOLAS, PARA ACREDITAR DE MANERA FEHACIENTE LOS HECHOS QUE CONTIENEN

Por lo tanto, al no desprenderse de los videos, acto alguno que genere una supuesta inequidad en la contienda a través de la participación de servidores públicos y de uso de recursos indebidos, no es posible tener indicios sobre las irregularidades o actos que hayan impedido el correcto desarrollo del proceso municipal democrático, por lo tanto, se desestiman los agravios del actor.

En el mismo sentido, para el actor, los videos e imágenes presentados, pretendían acreditar como la causal genérica de nulidad de elección, sin embargo, de la revisión efectuada de los mismos, se advierte que, para este Tribunal, no es posible encontrar alguna consistencia referente a las circunstancias de modo, tiempo y lugar, pues los contenidos no vinculan a las personas que supuestamente se encontraban realizando entrega de despensas ni a los ciudadanos antes mencionados.

[bookmark: _Hlk76565102]iv. Presuntas agresiones en contra de la Senadora Martha Márquez. 
Ahora bien, en cuanto a los señalamientos respecto a la supuesta violencia física causada el día de la elección en la sección 0476, ejercida por el C. Cesar Hilario Mejía Reyna, hacia la Senadora Martha Cecilia Márquez Alvarado, quien presentó una denuncia por presuntas lesiones dolosas y que se identificó como la carpeta de investigación CI/SFR/CC286/06-21, este Tribunal analiza, si del contenido probatorio, se advierte que en efecto acontecieron los hechos durante la jornada y con ello se alteró el orden público y se ejerció presión en el electorado para ejercer su sufragio, vulnerando con ello la equidad en la contienda. 
Este Tribunal, adopta el criterio de la Sala Superior[footnoteRef:17] en cuanto al concepto de violencia, refiere[footnoteRef:18] que consiste en situaciones de hecho que pudieran afectar en su integridad al elector o al miembro de la mesa directiva de casilla; mientras que por presión ha entendido como la afectación interna del miembro de casilla o elector, de tal manera que pueda modificar su voluntad ante el temor de sufrir un daño. [17:  Criterio Sala Superior SUP-REP-594/2018 y ACUMULADOS]  [18:  Criterio de Sala Ciudad de México, en el asunto SCM-JIN-5/2018] 

En ese sentido, tras el análisis de las probanzas técnicas, cuyo valor probatorio es indiciario, resulta oportuno señalar que los hechos que se pueden traducir en violencia física o presión con un fin de afectar la votación, deben tener la finalidad propia de influir en el ánimo de los electores, producir una preferencia hacia un determinado partido político, o candidato, o para abstenerse de ejercer sus derechos político-electorales, los cuales se traducen como formas de presión sobre los ciudadanos, que lesionan la libertad y el secreto del sufragio.
Ahora bien, de la lectura de la demanda del presente recurso, en el capítulo de los hechos, así como de los motivos de agravio que hace valer, el demandante no precisa cuáles son los hechos específicos de violencia hacia el electorado, o si la supuesta agresión a la Senadora en cuestión repercute en la causal analizada, pues no se desprende que esa funcionaria pública, pertenezca a la sección 0476, ni tampoco se desprenden otros elementos probatorios que permitan arribar a la conclusión de que ocurrieron durante la jornada electoral, o bien cuál es su relación o por qué resultó determinante para el resultado de la votación, ya que para establecer que en efecto se ejerció presión sobre el electorado, debió precisar cuáles fueron esos actos o hechos y cuáles los medios de prueba que ofrece idóneos para acreditarlos, lo que no ocurre en la especie. 
No obstante, lo anterior, de la probanza ofrecida, y de las constancias que obran en autos, particularmente del video ofertado, pueden ser valoradas como pruebas técnicas, del que no se evidencia que en efecto se hayan cometido actos por los que se haya ejercido presión sobre los electores en la sección 0476, del municipio de San Francisco de los Romo.
Lo anterior, convierte a los agravios en manifestaciones unilaterales sin medios de convicción que avalen lo referido, por lo que no benefician a la parte actora en sus pretensiones.
Además, todas ellas, de conformidad con los artículos 308, fracción III y 310, párrafo tercero del Código Electoral, como ya se refirió, constituyen pruebas técnicas, que solo tienen el carácter de indicios y solo harán prueba plena cuando concatenados con los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio, logren generar convicción sobre la veracidad de los hechos afirmados, quedando a cargo del juzgador establecer el valor probatorio que debe otorgárseles, dada su naturaleza de pruebas técnicas. Porque de lo que del análisis del video, se puede percibir a un grupo de personas, entre ellas una persona aparentemente de sexo femenino a quien se dirigen como senadora pero se le observa de espalda a la cámara, por lo que resulta imposible determinar o precisar de quien se trata, además, se visualiza a una persona aparentemente de sexo masculino que en determinado momento acerca su mano a la persona anterior, con la aparente intención de quitar el cubrebocas, acción que la persona de sexo femenino asiente como agresión. 

Sin embargo, el video no arroja imágenes contundentes y al ser una prueba técnica, resulta insuficiente para acreditar la supuesta afectación, toda vez que no se establecen circunstancias de modo, tiempo y lugar, ni se identifica plenamente a las personas que protagonizan el video ofrecido como prueba. 

Por lo tanto, es deber del oferente de una prueba técnica, señalar concretamente no sólo lo que se pretende acreditar, sino la identificación de las personas, los lugares y las circunstancias de modo y tiempo que reproduce la prueba.  Al respecto, aplica la tesis de jurisprudencia de rubro PRUEBAS TÉCNICAS. SON INSUFICIENTES, POR SÍ SOLAS, PARA ACREDITAR DE MANERA FEHACIENTE LOS HECHOS QUE CONTIENEN[footnoteRef:19]. [19:  Jurisprudencia 4/2014, PRUEBAS TÉCNICAS. SON INSUFICIENTES, POR SÍ SOLAS, PARA ACREDITAR DE MANERA FEHACIENTE LOS HECHOS QUE CONTIENEN. disponible para consulta en la URL: https://mexico.justia.com/federales/jurisprudencias-tesis/tribunal-electoral/jurisprudencia-4-2014/] 

Lo anterior se robustece con el criterio emitido por la Sala Superior, en la jurisprudencia 36/2014, de rubro PRUEBAS TÉCNICAS. POR SU NATURALEZA REQUIEREN DE LA DESCRIPCIÓN PRECISA DE LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS QUE SE PRETENDEN DEMOSTRAR[footnoteRef:20], en la que se establece la carga para el aportante de señalar concretamente lo que pretende acreditar, identificando a personas, lugares, así como las circunstancias de modo y tiempo que reproduce la prueba, esto es, realizar una descripción detallada de lo que se aprecia en la reproducción probanza, a fin de que el Tribunal resolutor esté en condiciones de vincular la citada prueba con los hechos por acreditar en el juicio, con la finalidad de fijar el valor convictivo que corresponda.  [20:  Jurisprudencia 36/2014, de rubro PRUEBAS TÉCNICAS. POR SU NATURALEZA REQUIEREN DE LA DESCRIPCIÓN PRECISA DE LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS QUE SE PRETENDEN DEMOSTRAR., disponible para consulta en la URL: https://mexico.justia.com/federales/jurisprudencias-tesis/tribunal-electoral/jurisprudencia-36-2014/] 

No pasa desapercibido que, el ofertante refiere en su escrito que de las probanzas se pueden desprender las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que, en el caso concreto, resulta impreciso, pues en ninguna de las probanzas es posible identificar plenamente la fecha, el lugar, el acto, actividad, o personas que participaron o que se aprecian en las imágenes y videos. 
Por lo tanto, es conducente determinar ineficaces las alegaciones expresadas debido a que el actor se limita a aseverar que se alteró el orden público y se ejerció presión en el electorado para ejercer su sufragio, vulnerando con ello la equidad en la contienda, omitiendo puntualizar cuáles fueron los hechos en concreto por los que los afirma, y mucho menos las circunstancias de tiempo, modo y lugar donde acontecieron, ni ofrece o señala pruebas con las que pueda demostrar sus conclusiones. Por tanto, se puede afirmar que sus acusaciones son meras manifestaciones subjetivas que carecen de elementos mínimos para que este Tribunal pueda analizar y determinar si existió la coacción del voto por parte de servidores públicos en la jornada electoral. [footnoteRef:21] [21:  Jurisprudencia 1a./J. 8112002. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO.] 

v. Coacción del voto por parte de servidores públicos en la jornada electoral.
En su escrito inicial demanda, el PAN refiere que en la madrugada del día de la jornada, fueron evidenciados simpatizantes del PRI realizando la compra de votos a través de la dispersión de dádivas, práctica que según refiere fue repetitiva y generalizada en múltiples hechos que se registraron a lo largo de la campaña.
En ese contexto, el partido político recurrente hace el señalamiento de que se detuvieron a cuatro personas por las conductas antes descritas, siendo presentadas ante la policía municipal de San Francisco de los Romo.
Al respecto, este Tribunal Electoral considera que, el argumento sostenido por la parte actora resulta inoperante. 

Lo anterior es así, en razón a que el promovente únicamente se limita a mencionar una descripción breve de los hechos que pretende controvertir, sin describir las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se suscitaron los mismos.

Aunado a lo anterior, el PAN no sostiene su motivo de disenso con algún medio de prueba idóneo que corrobore fehacientemente los hechos en cuestión. 

Sirve de sustento a lo anterior, lo dispuesto en la jurisprudencia 19/2009 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUÉLLOS QUE COMBATEN ARGUMENTOS ACCESORIOS EXPRESADOS EN LA SENTENCIA RECURRIDA, MÁXIME CUANDO ÉSTOS SEAN INCOMPATIBLES CON LAS RAZONES QUE SUSTENTAN EL SENTIDO TORAL DEL FALLO”.

Ahora bien, no pasa desapercibido por este Tribunal, que la C. Margarita Gallegos Soto en su escrito de tercera interesada, hace mención de manera específica que las personas detenidas por la supuesta compra de votos efectuada por el PRI, fueron liberadas veintidós horas después de ser privadas de su libertad, sin ser puestos a disposición del ministerio público, violentando a todas luces el derecho al libre tránsito de los victimarios, señalando que fueron detenidos por la policía municipal y trasladados a la Fiscalía General del Estado. 

Al respecto, la propia tercera interesada exhibe como medio probatorio copia simple de una queja interpuesta por las personas detenidas, ante la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Aguascalientes con número de folio 170/21 en contra de los elementos de la policía municipal responsables de la detención de las personas antes descritas.

En el documento que se describe con anterioridad, una de las personas detenidas narra los hechos y menciona que su detención se dio por cuestiones externas a ellos, toda vez que los elementos de la policía municipal determinaron su detención por cuestiones de compra de votos, cuestión que según lo refiere fueron acusaciones falsas que los propios oficiales les pretendían imputar.

En ese orden de ideas, este Tribunal determina que del análisis de los autos que obran en el expediente, se advierte que los hechos denunciados por el PAN se basan en meros dichos que carecen de sustento probatorio. Así, es de explorado derecho que al imputar este tipo de conductas -compra de votos- es necesario satisfacer y probar la existencia de la coacción o presión ejercida sobre el electorado para obtener su voto a cambio de un beneficio económico y que tales hechos sean determinantes para el resultado de la votación, lo que en este caso no sucede. 

7.6. IRREGULARIDADES EN LA SECCIÓN 477 DURANTE LA JORNADA ELECTORAL. 
La parte recurrente señala que en la sección 0477, sin precisar en qué casilla,  se presentó una incidencia presentada por el Representante General del PAN, consistente en que una votante sustrajo las boletas de su votación y procedió a llevárselas consigo y que el hecho quedó asentado por escrito y manifestado al presidente de la mesa directiva de casilla, con lo que demuestra que la campaña electoral estuvo plagada de irregularidades y de hechos que marcaron la determinación ilegal en el resultado de la elección. 

No pasa desapercibido que, el ofertante no ofrece medio probatorio alguno, por lo que es impreciso y resulta imposible desprender las circunstancias de tiempo, modo y lugar, pues aún en el caudal probatorio ofrecido en relación a hechos diversos, no es posible identificar plenamente el lugar, el acto, actividad, hechos, circunstancias o personas que participaron o que se aprecian en las imágenes, videos y audios. 
Esto, porque de sostener la invalidez de la votación de tales casillas en una ilegal sustracción y traslado de las boletas, sin señalar las circunstancias específicas, ni las personas o el modo en el que tal situación pudo haber sucedido, provocaría una valoración errónea y una incertidumbre en la jornada comicial. 
Además, de las constancias que obran en autos, se advierte que en todas las casillas que conforman la sección 477 (precisando que el promovente no señaló puntualmente la casilla), la paquetería fue entregada y recepcionadas sin alteraciones, que su contenido era coincidente y que los resultados se convalidaban con el recuento practicado en sede municipal. 
Así, al no ser posible acreditar circunstancias de tiempo, modo y lugar, resulta imposible identificar personas o hechos vinculados con los denunciados por el promovente, por lo que este Tribunal considera que corresponde al recurrente demostrar tal irregularidad, en virtud del principio general del derecho, de quien afirma está obligado a probar, y no corresponde a este órgano jurisdiccional solicitar sin petición pruebas para demostrar esa situación, de ahí lo impreciso de sus aseveraciones, lo que hace infundado el agravio. 

7.7. PRESUNTO REBASE DE TOPE DE GASTOS DE CAMPAÑA. 
El actor, en su escrito de demanda, señala diversos hechos de los que se desprenden agravios relativos con gastos de campaña. 

Señala un acto proselitista en favor del PRI, donde se advierte un derroche de recursos en la realización del mismo que presumiblemente no se cargó en su agenda fiscal.

Además, se duele de un acto de cierre de campaña, con la participación de invitados musicales, escenario, sillas, equipo de sonido, entrega de paraguas, camiones y combis, con lo que pretende evidenciar una inequidad en la contienda. 

Aunado a lo anterior, el promovente refiere la existencia de propaganda de tipo “lona” y “pinta de bardas” que advierten a su consideración, un gasto excesivo a través de propaganda no registrada. 

Es de subrayarse que los señalamientos hechos, descansan en una manifestación genérica, basa en suposiciones sobre gastos, eventos, objetos, mobiliario o cualquier concepto que pueda ser cuantificado como gasto de campaña y que el mismo actor manifiesta que “presumiblemente” no fueron reportados conforme a derecho, en sus informes de gastos de campaña, por lo tanto, al no mencionarse ni acreditarse de manera objetiva algún hecho que establezca o demuestre que el candidato electo hubiera excedido sus gastos de campaña[footnoteRef:22], sino que se parte de una presunción subjetiva, lo cual produce que los alegatos formulados se tornen inoperantes e inatendibles. [22:  Criterio de Sala Monterrey dentro del expediente SM-JRC-18/2015] 


Por una parte, el promovente únicamente ofrece dos  videos como prueba técnica, en relación presuntamente con el acto de cierre de campaña, sin embargo, de sus estudio resulta imposible determinar circunstancias de tiempo, modo y lugar, y como ya ha sido precisado, la carga es para el aportante de señalar concretamente lo que pretende acreditar, identificando a personas, lugares, así como las circunstancias de modo y tiempo que reproduce la prueba, esto es, realizar una descripción detallada de lo que se aprecia en la reproducción probanza, a fin de que el Tribunal resolutor esté en condiciones de vincular la citada prueba con los hechos por acreditar en el juicio, con la finalidad de fijar el valor convictivo que corresponda, con fundamento en la  jurisprudencia 36/2014, de rubro PRUEBAS TÉCNICAS. POR SU NATURALEZA REQUIEREN DE LA DESCRIPCIÓN PRECISA DE LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS QUE SE PRETENDEN DEMOSTRAR. 
Así, al no ofrecer medios de convicción que sostengan sus pretensiones, el agravio deviene inoperante.
Luego entonces, se advierte que los agravios también son inatendibles en cuanto al presunto gasto excesivo, con lo que se pretende acreditar la causal prevista en el artículo 352 del Código Electoral.

El código electoral en el artículo 352, señala que son causas de nulidad de la elección de un Ayuntamiento:

“… cuando en la etapa de preparación de la elección o de la jornada electoral se cometan por el partido político, coalición o por el candidato independiente que obtenga la constancia de mayoría, cualquiera de los siguientes hechos:

I. Por violaciones graves, dolosas y determinantes en los siguientes casos:

a) Se exceda el gasto de campaña en un 5% del monto total autorizado;

b) Se compre cobertura informativa o tiempos en radio y televisión, fuera de los supuestos previstos en la ley, y 

c) Se reciban o utilicen recursos de procedencia ilícita o recursos públicos en las campañas.

Tales violaciones deberán acreditarse de manera objetiva y material.  Se presumirá que las violaciones son determinantes cuando la diferencia entre la votación obtenida entre el primero y el segundo lugar sea menor al 5%.

Se entenderá por violaciones graves, aquellas conductas irregulares que produzcan una afectación sustancial a los principios constitucionales en la materia y pongan en peligro el proceso electoral y sus resultados.

Se calificarán como dolosas aquellas conductas realizadas con pleno conocimiento de su carácter ilícito, llevadas a cabo con la intención de obtener un efecto indebido en los resultados del proceso electoral.

II. En forma generalizada se den violaciones sustanciales tales como que se ejerza violencia de servidores públicos, de tal manera que provoque temor o afecte la libertad y esos hechos sean determinantes para el resultado de la elección.
[…]”

Entonces, como ya fue indicado, el promovente sostiene que existieron múltiples irregularidades en la contienda, indicando que la C. Margarita Gallegos Soto, presuntamente gastó excesivamente, sin fiscalizar tales gastos, con lo que, a su consideración, se debe declarar la nulidad ante un inminente rebase de tope para gastos de campaña en detrimento del principio de equidad en la contienda.
Lo anterior, puesto que a su ver, omitió informar sobre esos gastos respecto de los siguientes rubros: 
1) Evento Proselitista; 
2) Evento de cierre de campaña y contratación de grupos musicales, mobiliario y medios de transporte; 
3) Reporte de las lonas y bardas. 

Este Tribunal considera inatendibles los conceptos de anulación formulados por el demandante, al no existir elementos suficientes para acreditar el rebase de tope de gastos de campaña en un cinco por ciento o más por quien resultó triunfador, y que la misma determinación haya sido declarada por la autoridad administrativo-electoral y cuente con firmeza, conforme al criterio jurisprudencial de rubro y contenido siguiente.

Jurisprudencia 2/2018 
NULIDAD DE ELECCIÓN POR REBASE DE TOPE DE GASTOS DE CAMPAÑA. ELEMENTOS PARA SU CONFIGURACIÓN. Del artículo 41, bases V y VI, inciso a) y penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que los elementos necesarios para que se actualice la nulidad de un proceso comicial en el supuesto de excederse el gasto de campaña en un cinco por ciento del monto total autorizado son los siguientes: 1. La determinación por la autoridad administrativa electoral del rebase del tope de gastos de campaña en un cinco por ciento o más por quien resultó triunfador en la elección y que la misma haya quedado firme; 2. Por regla general, quien sostenga la nulidad de la elección con sustento en ese rebase, tiene la carga de acreditar que la violación fue grave, dolosa y determinante, y; 3. La carga de la prueba del carácter determinante dependerá de la diferencia de votación entre el primero y segundo lugar: i. Cuando sea igual o mayor al cinco por ciento, su acreditación corresponde a quien sustenta la invalidez y ii. En el caso en que dicho porcentaje sea menor, la misma constituye una presunción relativa (iuris tantum) y la carga de la prueba se revierte al que pretenda desvirtuarla; en el entendido de que, en ambos supuestos, corresponde al juzgador, de conformidad con las especificidades y el contexto de cada caso, establecer la actualización o no de dicho elemento. 

Sexta Época: 

Contradicción de criterios. SUP-CDC-2/2017.—Entre los sustentados por las Salas Regionales correspondientes a la Tercera y Cuarta Circunscripciones Plurinominales, con sedes en Xalapa y Ciudad de México, ambas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.—7 de febrero de 2018.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Felipe Alfredo Fuentes Barrera.—Disidente: Indalfer Infante Gonzales.—Secretarios: Pedro Bautista Martínez, Salvador Andrés González Bárcena, Ángel Eduardo Zarazúa Alvizar y Samantha M. Becerra Cendejas. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el siete de febrero de dos mil dieciocho, aprobó por mayoría de seis votos, con el voto en contra del Magistrado Indalfer Infante Gonzales, la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria.
En efecto, el demandante alega que la elección debe ser declarada nula, pues a su consideración la candidata gastó excesivamente sin reportar fiscalmente las erogaciones señaladas. 
Además, afirma que, al no presentar información ante la autoridad competente fiscalizadora, se incumple el supuesto del artículo 352, en cuanto a los gastos excesivos en campaña, sin precisar u ofertar elementos probatorios que dejen al descubierto el rebase del porcentaje autorizado. 
Al respecto, también tenemos que la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral establece en su numeral 78 bis:
1. Las elecciones federales o locales serán nulas por violaciones graves, dolosas y determinantes en los casos previstos en la Base VI del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
2. Dichas violaciones deberán acreditarse de manera objetiva y material. Se presumirá que las violaciones son determinantes cuando la diferencia entre la votación obtenida entre el primero y el segundo lugar sea menor al cinco por ciento. 
3. En caso de nulidad de la elección, se convocará a una elección extraordinaria, en la que no podrá participar la persona sancionada. 
4. Se entenderá por violaciones graves, aquellas conductas irregulares que produzcan una afectación sustancial a los principios constitucionales en la materia y pongan en peligro el proceso electoral y sus resultados. 
5. Se calificarán como dolosas aquellas conductas realizadas con pleno conocimiento de su carácter ilícito, llevadas a cabo con la intención de obtener un efecto indebido en los resultados del proceso electoral. 
6. Para efectos de lo dispuesto en la Base VI del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se presumirá que se está en presencia de cobertura informativa indebida cuando, tratándose de programación y de espacios informativos o noticiosos, sea evidente que, por su carácter reiterado y sistemático, se trata de una actividad publicitaria dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos y no de un ejercicio periodístico. 
A fin de salvaguardar las libertades de expresión, información y a fin de fortalecer el Estado democrático, no serán objeto de inquisición judicial ni censura, las entrevistas, opiniones, editoriales, y el análisis de cualquier índole que, sin importar el formato sean el reflejo de la propia opinión o creencias de quien las emite.
En ese mismo tenor, la Sala Superior ha establecido que, para determinar la nulidad de una elección, debe cumplirse con la determinancia, que tiene como finalidad primordial la protección de la voluntad popular y que no cualquier irregularidad tenga como consecuencia la nulidad de una elección, sino que éstas deben ser de tal magnitud que definan el resultado de la elección. En tal sentido, en la contradicción de criterios SUP-CDC-2/2017 de la cual derivó la jurisprudencia antes descrita, se expresó lo siguiente:
“De todo lo anterior, es posible concluir que esta Sala Superior ha transitado a lo largo de la evolución del sistema de medios de impugnación, de manera tal que en los casos concretos que ha resuelto, relacionados con la nulidad de las elecciones, a través de, entre otros, el requisito de la determinancia, ha ponderado la afectación de los principios constitucionales que se encuentran en juego y, con esto, ha salvaguardado los fines del sistema electoral mexicano. 
a) Presunción de determinancia 
Ahora bien, en atención a la naturaleza propia de la determinancia, la porción normativa que se cuestiona, constituye una presunción establecida en la Ley, en la que se señala de manera específica un supuesto para tener por acreditado el factor determinante frente a la actualización de una causa de nulidad de elección. 
Sin embargo, la previsión legislativa de referencia, en manera alguna señala que se trata del único supuesto para actualizar el señalado aspecto determinante, de manera que no se trata de una previsión limitativa con la que se condicione la nulidad de una elección a un porcentaje específico de votos, con independencia de la naturaleza o causa de las irregularidades, pues en todo caso, el órgano jurisdiccional cuenta con amplia potestad jurisdiccional para valorar las conductas contrarias al orden jurídico que en su caso se acrediten, y ponderar si incidieron de manera determinante en los resultados de las elecciones, ya sea a través de un criterio cuantitativo o cualitativo.
En efecto, la presunción constitucional prevista en el artículo 41, fracción VI, constituye un parámetro mínimo a partir del cual se puede estimar, iuris tantum, que la violación es determinante. 
Al respecto, esta Sala Superior sustentó al resolver el recurso de reconsideración SUPREC-1378/2017, lo cual se reitera en la presente contradicción, que el Poder Revisor de la Constitución estableció una norma de presunción de la determinancia en el caso de la causal de nulidad por rebase de topes de gastos de campaña. 
… 
En ese orden de ideas, el constituyente reformador consideró que cuando existe un rebase de cinco por ciento del monto autorizado y la diferencia entre el primer y segundo lugar es menor a cinco puntos porcentuales, se está ante una irregularidad invalidante que vulnera los principios rectores de las elecciones; tan grave que así lo consideró expresamente el Órgano Revisor de la Constitución en una norma de rango constitucional. 
… 
b) Acreditación de la determinancia 
Ahora bien, como ya quedó precisado, cuando la diferencia entre el primero y segundo lugar sea igual o mayor al cinco por ciento, resulta claro que no opera la presunción de determinancia analizada en el apartado precedente, no obstante, ello no excluye la posibilidad de que se acredite el elemento de determinancia, en tanto subsiste la obligación de velar por los principios cuya protección se relaciona con la causal de nulidad por rebase de tope de gastos.
Es decir, que no opere dicha presunción no quiere decir que la determinancia no pueda actualizarse, ya que ese elemento se puede acreditar a partir de otros elementos, pues la violación consistente en exceder el límite de gastos de campaña en más de un cinco por ciento persiste y es por ello que se requieren valorar otros aspectos, como son, entre otros, la posible afectación a los principios rectores del proceso electoral, y a partir de ello, establecer si la violación trascendió de manera tal que se pueda considerar como determinante, de conformidad con los criterios cualitativos y cuantitativos establecidos por esta Sala Superior en la tesis XXXI/2004, de rubro: “NULIDAD DE ELECCIÓN. FACTORES CUALITATIVO Y CUANTITATIVO DEL CARÁCTER DETERMINANTE DE LA VIOLACIÓN O IRREGULARIDAD”.
En el caso del precepto constitucional cuyo análisis es materia de pronunciamiento a través de la presente ejecutoria, el supuesto de nulidad se genera por el exceso en el gasto de campaña en un monto superior al cinco por ciento del autorizado y uno de los elementos a probar es el impacto que ese rebase genera en el resultado de la elección, esto es, la determinancia.
En ese sentido, cuando la diferencia entre el primero y segundo lugar sea igual o mayor al cinco por ciento, no opera la presunción establecida en el penúltimo párrafo del artículo 41 de la Constitución, sino la regla probatoria general relativa a que ese elemento, junto con el dolo y la gravedad de la violación, deben ser acreditados de manera objetiva y material, por lo que recae en quien sustenta la nulidad de la elección la carga de acreditar la determinancia de la violación, de conformidad con los criterios que ha sustentado esta Sala Superior al respecto.

Ello, derivado de la finalidad de la implementación del sistema de nulidades como mecanismo para proteger los principios y valores constitucionales que deben regir a todo proceso comicial, por lo que la determinancia se debe verificar a través de los elementos fácticos y jurídicos que se adviertan de la comisión de la infracción y, sobre todo, atendiendo a la vulneración de los principios rectores que se deben observar para que cualquier tipo de elección sea considerada válida.

Esto porque con una injustificada declaración de nulidad de una elección se podría hacer nugatorio el ejercicio de la prerrogativa ciudadana de votar en las elecciones populares y se podría propiciar con ello la comisión de faltas a la ley, dirigidas a impedir la participación efectiva del pueblo en la vida democrática del país, a la integración de la representación nacional y al acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, mediante las elecciones. 

Por consiguiente, cuando los principios previstos en la Constitución federal y en las respectivas leyes federales o locales, no sean lesionados sustancialmente y, en consecuencia, los vicios, violaciones, transgresiones o irregularidades no afecten de manera esencial al resultado de la elección, al desarrollo del procedimiento electoral o a la elección misma, es claro que se debe preservar la validez de los votos emitidos por los ciudadanos, así como de la elección llevada a cabo, en observancia puntual del principio de conservación de los actos públicos válidamente celebrados. 

Por ello, se ha establecido de manera reiterada que, en el sistema de nulidades de los actos electorales, sólo están comprendidas determinadas conductas, de las cuales se exige, tácita o expresamente, y de manera invariable, que sean graves, y a la vez que sean determinantes para el desarrollo del proceso electoral o para el resultado de la elección.

Por lo expuesto, se considera que es tarea de cada juzgador analizar las circunstancias particulares de cada caso para que, en el ámbito de sus atribuciones, determine si las conductas cometidas violentan los principios constitucionales que rigen el sistema electoral, o si esas transgresiones o irregularidades afectan al resultado de la elección, al desarrollo del procedimiento electoral o a la elección, a fin de estar en aptitud de tener por acreditada o no la determinancia de las mismas. 

Así, la teleología del propio artículo 41 constitucional implica que sea el órgano competente para conocer de las causales de nulidad, el que valore las circunstancias del caso y esté en posibilidad de establecer si se actualiza la determinancia en el supuesto de rebase de tope de gastos de campaña en un porcentaje mayor a cinco puntos, del monto total autorizado. 

En ese sentido, la determinancia como nulidad de la elección, implica que de conformidad con las especificidades y el contexto integral de cada caso (como el tipo de gasto realizado), sea el juzgador quien determine si ese elemento se tiene o no por acreditado, tomando en consideración que cuando la diferencia de votación entre el 1º y 2º lugar sea menor al cinco por ciento, la misma debe presumirse hasta en tanto no se ofrezca prueba en contrario que la desvirtúe; y que en el supuesto en que la diferencia sea mayor al porcentaje referido, la carga probatoria corre a cargo de quien haga valer la nulidad.”
De lo anterior, y de las consideraciones sustentadas en la jurisprudencia invocada al inicio de este apartado se infiere que debe existir una determinación de la autoridad administrativa electoral del rebase de tope de gastos de campaña en un cinco por ciento o más por quien resultó triunfador en la elección y que la misma haya quedado firme.
Esta exigencia guarda relación inescindible con el actual Sistema Integral de Fiscalización, el cual ha merecido especial relevancia a partir de la fiscalización en tiempo real desde el año 2015 para las campañas electorales de índole local y federal. Conforme al artículo 80, párrafo 1, inciso d) de la Ley General de Partidos Políticos, el INE cuenta con una Unidad Técnica de Fiscalización, la cual se encarga de revisar y auditar, el desarrollo simultáneo en la campaña electoral de los recursos empleados por los candidatos. 
Esto forma parte de un acto complejo a través del cual la Unidad Técnica, una vez revisada la documentación contable enviada por los actores políticos, revisa el soporte contable en el Sistema Integral de Fiscalización y otorga el respectivo derecho de audiencia a los actores políticos, a fin de que subsanen omisiones y otorgarles el derecho de audiencia que corresponda.
Concluida la revisión del informe anterior, la Unidad Técnica elabora el DICTAMEN CONSOLIDADO, el cual debe cumplir los requisitos establecidos en el artículo 334 del Reglamento de Fiscalización, además de lo establecido por el artículo 81 de la Ley General de Partidos Políticos, y el Boletín 7040 “Exámenes sobre el Cumplimiento de Disposiciones Específicas de las Normas Internacionales de Auditoría”. 
Su propuesta de resolución es sometida a consideración de la Comisión de Fiscalización, compuesta por Consejeros Electorales del INE, misma que vota en un término de seis días los proyectos a fin de que por conducto de su Presidente los presente ante el Consejo General del INE, para que sean sometidos a votación en un término improrrogable de seis días. 
Además, por regla general, quien sostenga la nulidad de la elección con sustento en ese rebase, tiene la carga de acreditar que la violación fue grave, dolosa y determinante.
En el caso concreto, aún no se cuenta con la determinación firme de la autoridad administrativa electoral, sobre los ingresos y gastos de campaña, toda vez que la fecha límite de emisión del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización al Consejo General del INE, es hasta el 22 de julio, aunado al hecho de que ese acto administrativo es aún revisable ante la instancia judicial, vía recurso de apelación por los actores políticos, con base en lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por lo que, no será hasta entonces que se pueda contar con una decisión de la autoridad administrativa electoral federal firme y definitiva sobre el tema de fiscalización. 
Para mayor claridad, se inserta una tabla con el calendario que engloba lo señalado en los párrafos anteriores: 
	Calendario de plazos para la fiscalización del período de campaña a los cargos federales y locales correspondientes al proceso electoral concurrente 2020-2021.

	Conclusión del tercer período.
	Presentación del tercer informe.
	Notificación de errores y omisiones.
	Respuesta al oficio de errores y omisiones.
	Presentación de dictamen.
	Aprobación de la Comisión de Fiscalización.
	Aprobación del Consejo General.

	30 días
	3 días
	10 días
	5 días
	15 días
	7 días
	10 días

	02 de junio de 2021
	05 de junio de 2021
	15 de junio de 2021
	20 de junio de 2021
	05 de julio de 2021
	12 de julio de 2021
	22 de julio de 2021




Así, como consecuencia, y al constituir el respectivo concepto de anulación planteado por el demandante en materia de fiscalización y rebase de topes de gastos de campaña, lo procedente es declarar inatendible el mismo al no disponer en este momento de los elementos de prueba suficientes para acreditar o no el rebase en un cinco por ciento de tope de gastos de campaña a que se refiere el artículo 352, fracción I, inciso a), del Código Electoral, dejando a salvo los derechos de los actores para hacer valer esta causal de nulidad de elección una vez que exista resolución firme y definitiva, si así conviniera a sus intereses.
Cabe precisar, que el criterio anteriormente sostenido, fue confirmado por la Sala Regional Monterrey en el SM-JDC-661/2018.
Así, las pretensiones en cuanto a los gastos excesivos que se traducen en rebase de tope de gastos como causal de nulidad, son inatendibles, dado que el promovente únicamente expresa argumentaciones subjetivas, genéricas y abstractas, sin indicar de qué forma se arriba a la conclusión de que dichos actos, son realizados con fines electorales.

Por último, no pasa a desapercibido para esta entidad de justicia electoral, que, en los medios probatorios aportados por el ocurrente, se anexan imágenes relativas a publicidad de Margarita Gallegos Soto en bardas y lonas, y diversos videos consistentes en aparentes eventos proselitistas y del supuesto cierre de campaña en el cual amenizaron grupos musicales.
Del mismo modo, resulta menester señalar que tales acciones son direccionadas por el promovente a la acreditación del rebase del tope de gastos de campaña, lo que es evidentemente materia de fiscalización, por lo que no resulta dable considerarlas dentro del sentido que ocupa el presente fallo jurisdiccional, dejando a salvo los derechos del promovente en cuanto hacen a los señalamientos estos gastos, para ser incluidos dentro de la misma causal de nulidad, en caso de así considerarlo pertinente.
Consecuentemente, este Tribunal Electoral estima pertinente dar vista del presente asunto, a la Unidad Técnica de Fiscalización del INE, para hacer de su conocimiento y que proceda conforme a derecho.
7.5. Sobre la determinancia.
La parte actora sostiene desde su perspectiva que el PRI obtuvo el triunfo “a partir de la verificación de diversos violaciones substanciales acaecidas durante el tiempo de campañas electorales, así como de la violación del periodo de veda electoral, específicamente, en el hecho de promocionarse y pedir el voto para determinado partido, así como el uso indebido de recursos públicos y diversas acciones que determinaron el voto de manera ilegal y contraria a la legalidad establecida por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.
En el caso concreto, resulta importante señalar que la diferencia entre el primero y segundo lugar, es superior a los 7 puntos porcentuales, como se puede apreciar en la siguiente tabla:
	 LUGAR
	PARTIDO
	VOTOS
	PORCENTAJE

	1°
	PRI
	7356
	38.72%

	2°
	PAN-PRD
	6002
	31.60%

	Diferencia
	
	1354
	7.13%



*Datos obtenidos de los resultados oficiales publicados por el IEE[footnoteRef:23]. [23:  Resultados oficiales publicados por el IEE en el sitio web:  https://www.ieeags.mx/resultados_2020_2021.php ] 

Por lo tanto, como se puede observar, para poder acreditar una determinancia, deberían demostrarse con hechos y pruebas, que las violaciones, tanto específicas, como genéricas, evaluadas o tasadas en términos numéricos fueran de tal dimensión, magnitud o gravedad, que provocaran un cambio de ganador en la elección.
De tal suerte que, del análisis de todos los agravios esgrimidos por el partido recurrente, se tiene que no se acreditó ninguna de las violaciones alegadas y, por lo tanto, no puede hablarse de que haya ocurrido quebrantamiento de los principios constitucionales y convencionales en magnitud alguna, mucho menos suficiente, para considerarse determinantes en el resultado de la votación, por lo tanto, este Tribunal estima infundados los agravios hechos valer por el PAN. 

8. CONCLUSIÓN. 
De conformidad con lo previamente expuesto, debe declararse válido el proceso electoral, ya que, no se demostró plenamente, a través de medios probatorios y argumentación idóneos, la actualización de las causales de nulidad afirmadas en los hechos demandados. 
Por tanto, este Tribunal, con base a lo analizado en esta sentencia, determina que los agravios aducidos por el actor son ineficaces, inatendibles e infundados, por lo que se confirma en lo que fue materia de impugnación, los resultados consignados en el acta de cómputo municipal, la declaración de validez de la elección y el otorgamiento de la constancia respectiva, emitidos por el Consejo Municipal Electoral de San Francisco de los Romo.  
9. RESOLUTIVOS. 

PRIMERO. Se declaran ineficaces, inatendibles e infundadas las causales de nulidad planteadas por el recurrente.
SEGUNDO. Se confirman los resultados de los cómputos de la elección del Ayuntamiento de San Francisco de los Romo, Aguascalientes, por el principio de mayoría relativa, así como la validez de la elección y entrega de la constancia de mayoría a la planilla del PRI, emitidos por el Consejo Municipal Electoral de ese municipio.
NOTIFÍQUESE y en su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido. 
	
Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de la Magistrada y Magistrados que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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Anexo 1. Descripción de los anexos (CD´s)
	Pruebas Técnicas

	Valoración: De conformidad con los artículos 308, fracción III y 310, párrafo tercero del Código Electoral, las pruebas técnicas, solo tienen el carácter de indicios y solo harán prueba plena cuando concatenados con los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio, logren generar convicción sobre la veracidad de los hechos afirmados, quedando a cargo del juzgador establecer el valor probatorio que debe otorgárseles, dada su naturaleza de pruebas técnicas.
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Dentro del anexo D, se encuentran nueve archivos en total que a continuación se describen.
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Fotografía de un evento, con diversas personas aglomeradas en un mismo lugar.
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Fotografía de una persona de género masculino arriba de una tarima sosteniendo un micrófono en la mano, y de perfil suyo un grupo de personas de diversos géneros, sosteniendo banderas con el escudo del PRI.
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Fotografía de una persona de género masculino, mayor de edad, sosteniendo en alto las manos de diversas personas de distintos géneros con cubrebocas.
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Fotografía de dos personas mayores de edad, de género masculino y femenino, respectivamente, con cubre bocas, tomadas de la mano y con diversas personas de distintos géneros detrás suyo. 












Fotografía de un evento, con diversas personas aglomeradas en un mismo lugar.
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Fotografía panorámica de un evento, con diversas personas aglomeradas en un mismo lugar.
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Fotografía de distintas personas de género femenino sosteniendo pancartas.
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Fotografía de dos personas mayores de edad, de género masculino y femenino, respectivamente, con cubre bocas, levantando el pulgar.
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Video de cincuenta y cuatro segundos de duración de un evento proselitista en el cual se escuchan los siguientes diálogos:
“Desde aquí les decimos a los (inaudible) de esta guerra sucia, no nos vamos a dejar. Hoy el gobierno del estado no cumple con los resultados y por eso tenemos que trabajar fuerte, por ello aquí en san francisco con toda la fuerza y con toda la firmeza, tenemos que llevar a una mujer comprometida, trabajadora, una mujer que da para resultados en San Francisco y ustedes la conocen y será la próxima presidenta municipal, “Margarita Gallegos”
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Dentro del anexo E, se encuentran nueve archivos en total que a continuación se describen.
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Fotografía de un conjunto de personas caminando en una misma dirección en un espacio abierto y un par de autobuses al fondo.
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Fotografía de un escenario iluminado con luces frente al cual se encuentra un conjunto de personas sentadas en su mayoría.
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Fotografía de un escenario frente al cual se encuentra un conjunto de personas de pie. 
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Fotografía de unas personas cubriéndose con una sombrilla color blanco con rojo, con el nombre “Margarita Gallegos” escrito.
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Fotografía del tablero de un automóvil y de fondo dos autobuses color blanco.
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Fotografía de un conjunto de personas caminando en una misma dirección en un espacio abierto y un par de autobuses al fondo.
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Fotografía del tablero de un automóvil donde se puede apreciar que a lo lejos van dos autobuses. 
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Fotografía de una publicación de Facebook del perfil de la C. Margarita Gallegos Soto, con la descripción “Paso a paso recorrimos todas las calles del municipio, compartiendo con todo el proyecto de progreso, desarrollo y resultados para San Pancho”.
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Video de cuarenta segundos de duración, donde se puede visualizar un autobús de color vino, del cual descienden diversas personas, de distintos géneros y edades.
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Dentro del anexo G, se encuentra un archivo el cual se describe a continuación.
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Video de un minuto con treinta y un segundos de duración en el cual se puede visualizar a un grupo de personas, de distintos géneros y edades reunidas en un lugar abierto, lo que parece ser un parque, se comienza a grabar a dos mujeres hablando cuando un hombre mayor de edad, con cubre bocas se interpone en la grabación, mientras se escucha la voz de una persona repitiendo las palabras “déjala, en repetidas ocasiones, no pueden estar aquí, te invito a retirarte, porque no pueden estar aquí, deja de grabar a mi esposa, es mi esposa” se escuchan diversas voces realizando los siguientes comentarios “usted es regidora, usted es senadora”
Acto seguido, más personas se reúnen en circulo y se comienzan a filmar entre sí con sus celulares, se ve a un hombre forcejear con otro y se puede distinguir a una mujer repitiendo las palabras: “usted es síndico de aquí, no puede estar aquí, retírese, con toda su gente, retírese” y con esto finaliza el video. 
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Dentro del anexo H, se encuentra un archivo el cual se describe a continuación. 
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Video de un minuto cincuenta y tres segundos de duración en el cual se logra visualizar a distintas personas de distintos géneros, así como a un menor de edad, descargar bolsas de un vehículo color blanco estacionado.

	[image: ]
	
Dentro del anexo I, se encuentra una carpeta con el nombre de “LONAS Y BARDAS” con dos archivos de Word que a continuación se describen.
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En el documento Word, de nombre “BARDAS” se encuentran diversas fotografías de distintos lugares donde fueron realizadas pinturas con el nombre “MARGARITA GALLEGOS” y el logotipo del PRI.
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En el documento Word, de nombre “LONAS” se encuentran diversas fotografías de distintas locaciones, donde se encuentran instaladas lonas con el nombre “MARGARITA GALLEGOS” y el logotipo del PRI.
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